TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veinticinco (25) de julio de dos mil dieciséis (2016)

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00711-00

La señora María Nelly Vega de Martínez, por intermedio de apoderado judicial, interpuso acción de tutela contra la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -CASUR-.
Pretende, con la acción propuesta, se proteja su derecho de petición y se ordene a la entidad demandada dar respuesta a la solicitud que le presentó el 27 de mayo pasado.
Por auto del pasado 21 de julio, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, al que correspondió por reparto la demanda, se declaró incompetente para conocerla al considerar que la entidad accionada es una autoridad del orden nacional y centralizada, que hace parte de la estructura del Ministerio de Defensa. En la misma providencia ordenó remitir el expediente a la Oficina Judicial para que fuera sometida a reparto entre las corporaciones de este distrito judicial. Así llegaron las diligencias a esta Sala.

Según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional.

De tal naturaleza participa la Caja de Sueldos de Retiros de la Policía Nacional, de conformidad con el artículo 2° del Decreto 823 de 1995, que la define como establecimiento público y la dotó de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente y teniendo en cuenta lo reglado en el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, que enlista como entidades descentralizadas del orden nacional, los establecimientos públicos. 
En esas condiciones, de la presente acción de tutela deben conocer los Jueces con categoría de Circuito y no un Tribunal Superior de Distrito Judicial, dada la naturaleza jurídica de la entidad demandada.
En el mismo sentido se pronunció la Corte Suprema de Justicia al declarar la nulidad de lo actuado en la acción de tutela que se promovió contra la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y de la que conoció la Sala Civil Familia Laboral del Tribunal Superior de Armenia:
“1. Del estudio del escrito de tutela se advierte, que el núcleo de la queja involucra exclusivamente a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional. 
Así las cosas, es claro que conforme a lo reglado por el artículo 1º, numeral 1º del Decreto 1382 de 2000, la Sala Civil Familia Laboral del Tribunal referido, que conoció en primera instancia, carecía de competencia para adelantar y desatar dicho amparo, habida cuenta que el precepto mencionado le asignó esa facultad a los Jueces de Circuito, dado que la entidad referida, es un establecimiento público de orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrita al Ministerio de Defensa Nacional, conforme a lo previsto en el artículo 7, literal b), numeral 3º del Decreto 1512 de 2000 , es decir, un ente descentralizado por servicios, acorde con lo previsto en el literal a), numeral 2º, artículo 38 de la Ley 489 de 1998. 

Dicha situación desemboca en la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del estatuto procesal civil, preceptiva aplicable al trámite de la acción de tutela en virtud de lo dispuesto en el artículo 4º del Decreto 306 de 1992 , reglamentario del Decreto 2591 de 1991 , que estableció que en la interpretación de las disposiciones que regulan ese especial proceso se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en todo aquello que no sea contrario a esa normatividad. 

En consecuencia, se declarará la nulidad de todo lo actuado a partir del auto admisorio del libelo de tutela, inclusive, y se dispondrá la remisión del expediente a los Juzgados del Circuito de Armenia o con categoría de tal, como quiera que los actos controvertidos provienen de una autoridad del orden descentralizado por servicios, lo que impone la aplicación del numeral 1º, inciso 2º, del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 
 
2. A propósito de la decisión que se adopta, conviene citar la providencia proferida por la Sala el 13 de mayo de 2009 al interior del expediente de tutela 2009-00083-01, en la que se expuso el disentimiento con la posición de la Corte Constitucional en cuanto a que el Decreto 1382 de 2000 “…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto”, ya que para esta Corporación el aludido Decreto “reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes”, por lo tanto, “…aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso” (Auto 304 A de 2007), “el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional)”.

3. En consecuencia, la Sala en acatamiento del ordenamiento jurídico y con el respeto que le merece el máximo Tribunal de la justicia constitucional, dispondrá, como se anticipó, la nulidad de todo lo actuado en la presente tutela a partir del auto que avocó su conocimiento y, en consecuencia, ordenará su inmediata remisión a los jueces competentes…”
. 
Es necesario precisar que esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional, en el que se  impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
.

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

Se ordenará entonces la devolución de la presente acción de tutela al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, competente para conocer de la misma.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia, del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1-. Abstenerse de asumir el conocimiento de la solicitud de tutela formulada por la señora María Nelly Vega de Martínez, contra la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -CASUR-.
2.- Ordenar la devolución de la presente acción de tutela al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, para que asuma su conocimiento.

3.- Notifíquese esta decisión a la parte demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sala de Casación Civil, auto del 8 de junio de 2011, Magistrado Ponente: Jaime Alberto Arrubla Paucar, expediente No. 63001-22-14-000-2011-00064-01.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.� 
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